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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, cinco de marzo de dos mil nueve
Acta número 0014 del 5 de marzo de 2009
En la fecha, siendo las tres de la tarde, tal como oportunamente se programara, esta Sala y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación que la apoderada de la demandante formula en contra de la sentencia dictada el 28 de noviembre pasado, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Descongestión de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral que Gloria Inés Guerrero Castaño le promueve a Renovamotor S. A. 
El proyecto de decisión final presentado por el ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por los demás miembros de la Colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Manifiesta la actora, por intermedio de apoderada judicial, que laboró al servicio de Renovamotor S.A. por medio de la empresa de servicios temporales “Adecco”, a partir del 1° de julio de 2004 hasta el 30 de septiembre del mismo año; una vez terminado dicho contrato fue contratada como jefe de cartera de la demandada por intermedio de la empresa “V y V Importadora”, propiedad del señor Juan Diego Velásquez Vélez, representante de Renovamotor S.A., quien la vinculó laboralmente a partir del 1° de febrero hasta el 30 de diciembre de 2005, mediante contrato escrito, cumpliendo un horario entre las 7:30 a.m. y las 12:00 m y entre las 2:00 p.m. y las 7:00 p.m. de lunes a viernes, devengando $458.400 mensuales, más $141.600 como auxilio por bonificación habitual y $44.500 por auxilio de transporte. Al presentarse inconvenientes para cumplir su horario, presentó carta de renuncia en diciembre de 2005, con el fin de retirarse del servicio a partir del 31 de diciembre; Al considerarla una empleada eficiente, el señor Velásquez Vélez no aceptó su renuncia y le propuso liquidar el contrato de trabajo, firmando uno nuevo, cambiando la jornada de labores de lunes a viernes de 2:00 p.m. a 7:00 p.m., con una remuneración de $458.400 más el auxilio de transporte, contrato que se pactó para ser desarrollado entre el 10 de enero y el 9 de abril de 2006; al liquidar el contrato que se acordó terminar, se tuvo como base el valor de $458.400, sin incluir la suma de $141.600, la cual constituía salario; el nuevo contrato se prorrogó por tres periodos consecutivos, trayendo como consecuencia que la última de dichas prorrogas, conforme al artículo 46 del Código Sustantivo del Trabajo, se hizo por un año, extendiéndose del 10 de enero de 2007 al 9 de enero de 2008; el 21 de febrero de 2007 el señor Carlos Andrés Velásquez, subgerente de la empresa accionada, le solicitó que iniciaran un nuevo contrato, con un horario de 7:30 a.m. a 12:30 p.m. y de 2:00 p.m. a 6:00 p.m. con un salario de $500.000 mensuales, lo cual no fue aceptado por la actora; el 27 de febrero el señor Velásquez le propuso que continuara laborando dos meses más bajo las condiciones del contrato vigente y que presentara su carta de renuncia, pues ya tenía su reemplazo para laborar tiempo completo; el 1° de marzo de marzo de 2007solicitó por escrito se le concediesen sus vacaciones, reiterando su decisión de no renunciar; el 5 de marzo de 2007 el señor Juan Diego Velásquez dio respuesta al escrito, requiriéndola para que cumpliera una jornada de 8 horas diarias, lo que no concordaba con la realidad, a pesar de que dicho horario fue estipulado en los contratos por error, pues fueron elaborados en formatos y la actora, actuando de buena fe, no los revisó a la hora de firmar, de igual manera, por medio de la enunciada comunicación, se le citó para que rindiera descargos el 6 de marzo, actuación en la que quedó aclarada la confusión que existió al pactarse el horario en los contratos de trabajo; el 18 de marzo de 2007 le fue entregada comunicación fechada el 16 del mismo mes y año, por medio de la cual fue despedida, aduciendo como causas acto inmoral por impostar a otros actos no realizados y violación grave a las obligaciones establecidas, conforme a los artículos 62 A y 58 del Código Sustantivo del Trabajo respectivamente. Al terminar el vínculo contractual no le fue pagada la indemnización a que tenía derecho, por lo cual solicitó audiencia de conciliación ante el Ministerio de la Protección Social. 
Pretende en consecuencia que se declare la existencia entre las partes de un contrato de trabajo a término fijo inferior a un año, desde el 1° de febrero de 2005 hasta el 30 de diciembre del mismo año, con una jornada semanal de 48 horas, devengando un salario de $644.500 mensuales, incluido el auxilio de transporte; que con ocasión de dicho contrato, la demandada debe pagarle las acreencias laborales correspondientes al salario base de liquidación real; que se condene a la accionada al pago de la indemnización moratoria por el no pago de sus prestaciones a la terminación del contrato; que se declare la existencia de contrato de trabajo entre las partes, a término fijo inferior a un año, en los periodos comprendidos entre el 10 de abril y el 9 de julio de 2006, entre el 10 de julio y el 9 de octubre de 2006 y entre el 10 de octubre de 2006 y el 9 de enero de 2007, prorrogado por un año desde el 10 de enero de 2007 al 9 de enero de 2008, con una jornada de trabajo de 5 horas diarias y terminado por causa injustificada imputable al empleador, debiéndose condenar en consecuencia a Renovamotor S.A. al pago de la indemnización por despido injusto; por último se condene a la demandada a lo extra y ultra petita y al pago de las costas procesales. 
Se inadmitió la demanda por medio de providencia del 5 de julio de 2007, fl. 48, corregida, fue admitida por auto del 14 de agosto de 2007, ordenándose en la misma providencia correr el respectivo traslado a la demandada, fl. 50. 
Renovamotor S.A, por intermedio de apoderado dio respuesta a la acción, fls. 54-59, pronunciándose sobre los hechos, oponiéndose a la prosperidad de las pretensiones y excepcionando Falta de causación de las prestaciones demandadas, Prescripción de las obligaciones demandadas, Genérica y Pago completo y extintivo. 
La conciliación fracasó y luego de superadas otras etapas se abrió el debate a prueba, decretando las que a las partes interesaron, fl. 71.

La audiencia de juzgamiento se realizó el 28 de noviembre del año anterior, fl. 6, cuaderno 2; en la sentencia que se dictó en esa fecha, el juez de primera instancia declaró la existencia de contrato de trabajo, entre el 1° de febrero y el 30 de diciembre de 2005 y entre el 10 de abril y el 9 de julio de 2006, prorrogado hasta el 9 de enero de 2008, condenó a la demandada al pago de reliquidación de las prestaciones sociales correspondientes al año 2005, al encontrar probado que la bonificación que se le reconocía mensualmente constituía salario, además, emitió condena por indemnización por despido injusto; negó las restantes pretensiones y condenó a la parte vencida al pago de las costas procesales en un 90%.  
Inconforme con esa decisión, se alzó en apelación la demandante, manifestando su desacuerdo por la absolución de que fue objeto la accionada respecto de la indemnización moratoria; afirma que es injusto creer que existe buena fe en el actuar de un empleador que disminuye el pago de una liquidación, desconociendo los lineamientos legales para ello; considera que es reprochable que al declararse un despido injusto, se pueda establecer que esa conducta no lleve implícita la mala fe y que por el contrario, se absuelva al accionado de pagar la indemnización a que tiene derecho la trabajadora; agrega que el empleador trató de ocultar su mal actuar con argumentos y excusas débiles, por lo que no es de recibo que sea objeto de absolución, con la correspondiente disminución de las costas procesales.
Concedido el recurso se remitieron las diligencias a esta Sala disponiéndose el trámite propio de la instancia y como quiera que no se observan nulidades en la actuación se procede a resolver con apoyo en las siguientes, 

CONSIDERACIONES  

Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.
Sea lo primero advertir, así se deduce del poco claro escrito de sustentación del recurso, que la demandante no se encuentra conforme con la absolución respecto de la indemnización moratoria y de la correspondiente sanción por despido injusto.

Inicialmente se le debe aclarar a la togada, que respecto a la indemnización por despido injusto, ella no fue objeto de absolución, al contrario, a dicho pedimento se accedió en la sentencia de primera instancia, emitiéndose condena por $4.436.778,06, como se enuncia en la parte resolutiva de la providencia impugnada, fl. 17.
Establecido lo anterior, tenemos que la decisión que ha de emitir está Colegiatura, se limitará a definir si la actuación del empleador, en el caso concreto, estuvo revestida o no de buena fe, de lo cual dependerá que se acceda a la imposición de la indemnización por no pago o moratoria, conforme a lo establecido en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, toda vez que está por fuera de toda discusión la calidad de empleada que tuvo la actora para con la demandada, los extremos de los contratos que unieron a las partes, la remuneración mensual percibida, el carácter de injusto del despido y la connotación salarial de la bonificación mensual pagada a la actora, pues ello se dilucidó en primera instancia, y de la no manifestación de inconformidad por parte de la demandada respecto a dichos tópicos, se deduce que aprueba lo establecido por el a quo.  

Indica el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo:

“Artículo  65. Modificado. L. 789/2002, art. 29. Indemnización por falta de pago. 
1. Si a la terminación del contrato, el empleador no paga al trabajador los salarios y prestaciones debidas, salvo los casos de retención autorizados por la ley o convenidos por las partes, debe pagar al asalariado, como indemnización, una suma igual al último salario diario por cada día de retardo, hasta por veinticuatro (24) meses, o hasta cuando el pago se verifique si el período es menor. Si transcurridos veinticuatro (24) meses contados desde la fecha de terminación del contrato, el trabajador no ha iniciado su reclamación por la vía ordinaria (o si presentara la demanda, no ha habido pronunciamiento judicial), el empleador deberá pagar al trabajador intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Bancaria, a partir de la iniciación del mes veinticinco (25) hasta cuando el pago se verifique.

Dichos intereses los pagará el empleador sobre las sumas adeudadas al trabajador por concepto de salarios y prestaciones en dinero. …” (Texto entre paréntesis declarado inexequible)
Claro está que dicha sanción no opera de forma automática, han sido innumerables los pronunciamientos emanados de la Corte Suprema de Justicia al respecto, coincidiendo todos en que para determinar la imposición o no de tan drástico castigo, debe el operador judicial analizar la actitud asumida por el empleador, pues si se demuestra que este actúo de buena fe, puede lograr su absolución.
La queja de la actora se refiere a que durante el desarrollo del contrato a término fijo que la ligó con la demandada entre el 1° de febrero y el 30 de diciembre de 2005, su remuneración ascendía a la suma de $458.400 más un auxilio periódico pagadero mensualmente por valor de $141.600, suma que no se tuvo en cuenta al momento de pagar sus prestaciones y tampoco al liquidar dicho contrato.

Pues bien, en primera instancia, el juez a quo encontró que dicho auxilio, por su carácter habitual, conforme al artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo, se debía considerar como salario para efectos prestacionales, posición que avala está Corporación, toda vez que eso se extrae de las pruebas aportadas al infolio.

Militan a folios 108 a 128 planillas de la nómina quincenal correspondientes al año 2005, en ellas se aprecia que en todos los pagos efectuados a la demandante, se incluyó como auxilio el valor de $70.800 quincenales, equivalentes a los $141.600 mensuales enunciados en la demanda. Lo anterior se ratifica al analizar el testimonio rendido por la señora Martha Cecilia Loaiza Cano, contadora de Renovamotor S.A., fl. 91, quien afirma: “Sí, claro, cuando ella estaba tiempo completo tenía un salario aproximado de ($450.000) en horario completo, y con un auxilio aproximado de ($141.000)…”.

Establece el artículo 127 del Código Sustantivo del Trabajo:

“Artículo 127. Subrogado. L. 50/90, art. 14. Elementos integrantes. Constituye salario no sólo la remuneración ordinaria, fija o variable, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en especie como contraprestación directa del servicio, sea cualquiera la forma o denominación que se adopte, como primas, sobresueldos, bonificaciones habituales, valor del trabajo suplementario o de las horas extras, valor del trabajo en días de descanso obligatorio, porcentajes sobre ventas y comisiones.” 
De acuerdo a lo discurrido, evidente resulta que el auxilio pagado a la actora como bonificación mensual, tenía la connotación salarial que ésta pretendía, toda vez que si dicho valor era una mera liberalidad del empleador, ello debió haber sido dispuesto así expresamente por las partes, tal como manda el artículo 128 del Código Sustantivo del Trabajo, sin embargo en el infolio no existe prueba alguna de que ello hubiese ocurrido.

Ahora bien, definido lo precedente, se debe analizar la actitud asumida por el empleador.

Al contestar la demanda, más precisamente al referirse al hecho 4°, fl. 54, el empleador niega que el salario de la demandante superara el mínimo legal; más adelante, en el acápite HECHOS Y RAZONES DEL DEMANDADO, fl. 56, manifiesta que:”1. La demandante solamente recibía ocasionalmente y por mera liberalidad del empleador sumas de dinero, no en forma permanente y en las planillas de pago así se prueba”, explicación que no es de recibo, pues son muy claras las planillas de nómina aportadas y que, de acuerdo a lo que se avizora en el infolio, el empleador intentó evadir su presentación.

En efecto, véase como, al haberse solicitado que dicha documentación se aportara con la contestación de la demanda, en ella el vocero judicial de la accionada manifiesta que presenta “copia de las planillas de pago de nómina en donde consta que solamente en forma esporádica u ocasional se le daban auxilio diferentes del salario. (En este momento las planillas están en manos del contador de la empresa para fines de la declaración de renta de manera que las presentaré en la oportunidad que se sirva señalar el despacho.)”, siendo extraño que se requieran las planillas de nómina del año 2005 para realizar una declaración de renta en septiembre de 2007, mes en que se presentó la contestación. Aún más dudas genera lo expresado por el gerente de la sociedad demandada, señor Juan Diego Velásquez Vélez, al ser interrogado por dichas planillas a folio 80, al contestar: “Yo le entregué todas las pruebas a GLORIA que ella me solicitó”; procediendo posteriormente a presentarlas por medio de su apoderado, fl. 107.

De lo discurrido se establece con meridiana claridad que buena fe, como para exonerar a la sociedad accionada respecto de la sanción moratoria  solicitada, no existió. Intentó sin resultados positivos Renovamotor S.A. negar la connotación salarial de un auxilio, que a todas luces hacía parte de la remuneración mensual de la actora, y que se debió tener en cuenta para la liquidación de sus prestaciones y del contrato mismo.
Es que resulta incomprensible que una empresa de la envergadura de Renovamotor S.A., ello se deduce del capital de $320.000.000 autorizado, suscrito y pagado que consta en el certificado de existencia y representación legal, fl. 9, deje de pagar a su trabajadora lo que por ley le correspondía, presumiéndose que tiene conformado un equipo encargado del manejo de su recurso humano, con asesores legales o contables, que deben tener los conocimientos suficientes para el manejo, no solo de la empresa, sino de su personal y de las diferentes situaciones legales, y sobre todo laborales, que se presenten en el desenvolvimiento de sus funciones. 

Ahora bien, teniendo en cuenta que el contrato de trabajo por el cual se depreca la indemnización por no pago, terminó y fue liquidado el 30 de diciembre de 2005, fl. 44, y que el salario percibido por la demandante para dicha época ascendía a $600.000, incluido el auxilio percibido habitualmente, fls. 44, 108 a 128, se condenara a la accionada a cancelar a la accionante, la suma de $20.000 diarios, a partir del 1° de enero de 2006 y hasta el 31 de diciembre de 2007, debiendo pagar, a partir del día siguiente y hasta que se verifique la satisfacción total de la obligación, intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Bancaria, sobre el valor de la condena de primera instancia, en cuanto a la reliquidación de las prestaciones sociales del contrato de trabajo desarrollado entre el 1° de febrero y el 30 de diciembre de 2005, esto es, sobre $380.877.74.
Costas en esta instancia a cargo de la accionada.
En mérito de la expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
FALLA

PRIMERO: REVOCAR el ordinal tercero de la sentencia de primera instancia; en su lugar se CONDENA a la sociedad Renovamotor S.A. a pagar a la señora Gloria Inés Guerrero Castaño, identificada con cédula de ciudadanía 42.010.547, por concepto de indemnización por no pago o moratoria, la suma de veinte mil pesos ($20.000) diarios, a partir del 1° de enero de 2006 y hasta el 31 de diciembre de 2007, y a partir del día siguiente, cancelar intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Bancaria, sobre el valor de la condena de primera instancia, en cuanto a la reliquidación de las prestaciones sociales del contrato de trabajo desarrollado entre el 1° de febrero y el 30 de diciembre de 2005. 
SEGUNDO: MODIFICAR el ordinal quinto de la misma providencia, para en su lugar CONDENAR a la sociedad Renovamotor S.A. a cancelar las costas causadas en la primera instancia en un 100%.
En esta instancia, costas a cargo de la demandada. 

Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y  firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria

